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REFLEXIONES SOBRE LAS CARACTERÍSTICAS
DEL DERECHO COMUNITARIO Y SUS FUENTES
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RESUMEN

El presente estudio pretende aclarar las raíces elementales de una parte del ordenamiento
jurídico que, por estudiada, no siempre está comprendida en sus elementos esenciales. És-
tas, las que hemos denominado «raíces elementales», son las fuentes del Derecho Comuni-
tario. Hacemos un examen de las fuentes, tanto las originarias como las derivadas, en sus
conexiones con otros sectores distintos del Derecho, sus similitudes y sus aparentes diferen-
cias, para concluir en algo esencial: que el Derecho comunitario, por muy especial y autó-
nomo que parezca ser, tiene conexiones tales con el Derecho Internacional que, en ocasio-
nes, se muestra más como una parte de éste que un ordenamiento exclusivo y excluyente
del resto.

PALABRAS CLAVE: fuentes del Derecho Comunitario, características del Derecho Comunita-
rio, relaciones entre Derecho Comunitario y el Derecho Interno.

ABSTRACT

«Reflections on the characteristics of the european community law and its sources». The
present study tries to clarify the elementary roots of a part of the legal order that, for stud-
ied, not always is understood in his essential elements. The «elementary» roots are the sources
of the Community Law. We do an examination of the sources, both the original ones and
the derivatives, and apparent differences in connections with other sectors of Law, similari-
ties to conclude in something essential: that the Community Law, for very special and
autonomous that it seem to be, has such connections with the International Law that, in
occasions, appears more as a part of this one that a sole and exclusive legal order of the rest.

KEY WORDS: Sources of Community Law, Characters of Community Law, Relations be-
tween European Community Law and member States’ Laws.

INTRODUCCIÓN

Debemos destacar, con carácter previo, que si hablamos de fuentes del De-
recho Comunitario, normalmente eso indica que, primero, existe un sector perfec-
tamente delimitado del ordenamiento jurídico y, segundo, que tiene un sistema de
fuentes propio. Ciertamente éste es el título del presente ensayo; con ello queremos
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indicar que el Derecho Comunitario es un conjunto normativo que disfruta de
autonomía y que está dotado de fuentes de producción propia. Porque cuando
mencionamos las fuentes del Derecho Comunitario nos estamos refiriendo solo a
las fuentes de producción normativa, llamadas fuentes formales o directas, dejando
a un lado las fuentes materiales o indirectas.

¿Se puede, pues, hablar del Derecho Comunitario como de un conjunto
normativo autónomo? ¿Qué es el llamado «Derecho Comunitario»? Es posible que
resulte extraño plantear algo que es un lugar común, de uso frecuente en el lenguaje
jurídico, pero es necesario delimitar en lo posible qué es aquello a lo que se denomi-
na Derecho Comunitario y cuáles son sus características. En nuestra opinión, con-
viene alejarse un tanto de las construcciones teóricas que contemplan solo un as-
pecto del problema, aquel que tiene su punto de mira en la aplicación de ese Derecho
Comunitario en los ordenamientos internos de los Estados, en suma, en las caracte-
rísticas fundamentales de su aplicación, e ir algo más allá, a la raíz o núcleo esencial
de donde surge este Derecho.

No se debe perder de vista que las Comunidades Europeas son Organiza-
ciones Internacionales intergubernamentales, categoría jurídica propia del Derecho
Internacional Público1. Las Comunidades Europeas —y también la Unión Euro-
pea— son asociaciones de Estados creadas con unos fines y objetivos determinados,
dotadas de los poderes y competencias necesarios para el cumplimiento de esos
objetivos. La estructura general de cualquiera de estas Organizaciones no difiere en
lo fundamental del de las demás Organizaciones Internacionales, universales o re-
gionales, tales como las Naciones Unidas, el Consejo de Europa, la Organización de
Cooperación y Desarrollo Económico o la Organización Internacional del Traba-
jo2. Lo que las diferencia, sobre todo, es que en ellas se da un proceso de transferen-
cia por parte de los Estados miembros hacia estas Organizaciones de una naturaleza
y contenido especiales, proceso de transferencia que no se da en las demás de la
misma forma y con igual intensidad. Son, sin lugar a dudas, Organizaciones Inter-
nacionales fuertemente integradas, a las que los Estados han dotado de competen-

* Catedrático de Derecho Internacional Público y Relaciones Internacionales de la Univer-
sidad de La Laguna. Su programa de cátedra versa sobre «La Política Exterior y de Seguridad Común
de los Estados miembros de las Comunidades Europeas como régimen internacional». Se puede
contactar en earroyo@ull.es

** Doctor en Derecho con Premio Extraordinario por la Universidad de La Laguna. Ha
realizado estancias de investigación en el Centro de Estudios Internacionales de El Colegio de Méxi-
co, en el Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile, en el Instituto de Estudios
Avanzados de la Universidad de Santiago de Chile, en la Academia Nacional de Estudios Políticos y
Estratégicos de Chile y en el Centro Iberoamericano de la Universidad de Pécs (Hungría). Para
contactar, en lvperezg@ull.es

1 Cuestión que tratamos en ARROYO LARA, E.: «Comunidades Europeas, Unión Europea y
el problema de la sucesión de organizaciones internacionales», Revista de Instituciones Europeas núm.
3, 1986, p. 413 y ss.

2 Véase SEARA VÁZQUEZ, M.: Tratado General de la Organización Internacional. Fondo de
Cultura Económica. México, 1974.
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cias singulares y específicas para el cumplimiento de los fines para los que fueron
creadas3. En realidad, los Estados, al formar parte de la Unión Europea, han trans-
ferido el ejercicio de competencias que originariamente corresponde al Estado. Así,
el artículo 93 de la Constitución Española faculta esa transferencia de ejercicio de
competencias a una Organización Intergubernamental o Institución «titular» de la
gestión. Pero, realmente, las competencias, en sí mismas, son intransferibles, por-
que forman parte, son el núcleo duro del ordenamiento jurídico complejo que
constituye lo que denominamos Estado. La naturaleza de la competencia jurídica es
exactamente lo que la palabra quiere decir: algo o alguien tiene el poder de disposi-
ción total o parcial de un sector del ordenamiento. Luego, si ejerce el poder o
facultad de disposición, puede hacer con ese sector lo que desee: poseerlo para sí,
transferirlo en todo o en parte o transferir solo su uso4. Esta competencia comuni-
taria concreta, transferida por los Estados o ejercida implícitamente según los casos,
versa sobre materias determinadas respecto a las cuales los propios Estados, precisa-
mente por haberlas transferido, dejan de actuar.

Éste es un esquema simplista, pero necesario a los efectos de esta exposi-
ción, porque, solo si aislamos el núcleo de donde parte el Derecho podemos expo-
ner cuál es éste y cuáles son sus fuentes. Ese núcleo es, obviamente, las Comunida-
des Europeas, fundadas por los Tratados de 1950 y 1957, que han sufrido una serie
de procesos de transferencias material y formal, algunas de importancia evidente
que han generado un conjunto de transformaciones desde su fundación5. Por ejem-
plo, la fusión de las Asambleas y los Tribunales respectivos en 1957, la fusión de los
Ejecutivos en 1965, la aparición de un órgano de decisión política fuera del contex-
to comunitario como fue el Consejo Europeo, el progresivo desarrollo de la coope-
ración en política y seguridad común, la creación de la Unión Europea en 1992, las
reformas, denominadas con cierta imprecisión constitucionales, de los Tratados de
Ámsterdam y de Niza, y finalmente, la integración de la Unión Europea Occidental
en la Unión Europea, aunque ésta se haya producido por la puerta de atrás6.

3 Véase BRIBOSIA, H.: «Subsidiarité et repartition des compétences entre la Communauté et
ses États membres», Revue du Marché Unique Européen núm. 4, 1992, p. 165 y ss.; LANG, J.T.: «What
Powers should the European Community have?», European Public Law núm. 1, 1995, p. 97 y ss.;
LESGUILLON, H.: «L’extension des compétences de la CEE par l’article 235 du Traité de Rome»,
Annuaire Français de Droit Internationale 1974, p. 892 y ss.; ROLLET, Ph.: Spécialisation internationale
et intégration européenne. Economica. París, 1987; TIZZANO, A.: «Las competencias de la Comuni-
dad», en Treinta años de Derecho Comunitario. Oficina de Publicaciones Oficiales de las Comunida-
des Europeas. Bruselas, 1984, p. 45 y ss.

4 El enfoque constitucionalista en HERRERO Y RODRÍGUEZ DE MIÑÓN, M.: «Constitución
Española y Unión Europea: comentarios al artículo 93 de la Constitución Española», Revista de las
Cortes Generales núm. 26, 1992, p. 7 y ss.

5 Para el proceso histórico de integración europea, véase MANGAS MARTÍN, M. y LIÑÁN

NOGUERAS, D.: Instituciones y Derecho de la Unión Europea. Tecnos (5ª ed.). Madrid, 2005, pp. 33-64
y la extensa bibliografía allí citada.

6 Véase PÉREZ GIL, L.: «Problemática jurídico-política de la vigencia del Artículo V del
Tratado de Bruselas en el sistema de cooperación ‘Política Exterior y de Seguridad Común’», en Los
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Por tanto, el Derecho Comunitario es el Derecho de las Comunidades Eu-
ropeas en un sentido amplio7. A su vez éste tiene dos dimensiones claras y percepti-
bles: el Derecho interno de las Comunidades —el conjunto de reglamentos, instruc-
ciones y decisiones que regulan la organización interna del sistema comunitario— y
el externo, aquel conjunto de normas que, contenidas en los Tratados fundacionales
y otros Convenios complementarios, o producidas por los órganos comunitarios
con competencias precisas para ello, se dirigen y aplican a los Estados miembros y,
en su caso, a las personas físicas o jurídicas nacionales de estos Estados. El Derecho
del que vamos a hablar es el Derecho externo comunitario, que afecta directamente
a los Estados, no el interno, que carece de relevancia directa.

El ámbito, pues, de actuación de este Derecho es muy definido. La transfe-
rencia de ejercicio de competencias que los Estados miembros han hecho a favor de
estas Organizaciones, transferencia que no es otra cosa que el producto de la mani-
festación de voluntad expresa de los Estados, permite a aquéllas producir un con-
junto de normas jurídicas en materias concretas que son aplicables, algunas, direc-
tamente en la esfera interna de los Estados.

Por tanto, podemos afirmar, en primer lugar, que como tales Organizacio-
nes Internacionales, las Comunidades Europeas poseen un Derecho propio y, por
tanto, unas fuentes de producción también propias y específicas. Este Derecho po-
see una serie de características conocidas, no tan especiales como se suele suponer8,
características que se han puesto de relieve, sobre todo a través de la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia de las Comunidades —en adelante TJCE—9. El Tribunal
ha cumplido un papel fundamental en el desarrollo y concreción de Derecho Co-
munitario, especialmente a través de la interpretación y desarrollo que de las normas
comunitarias hace el propio TJCE, para lo que está facultado por el artículo 220 del
Tratado de la Comunidad Europea —en adelante TCE— y el artículo 136 del Tra-
tado de la Comunidad Europea de la Energía Atómica —en adelante CEEA—. Es
muy posible que sin la acción del TJCE en esta materia, el Derecho Comunitario

nuevos escenarios internacionales y europeos del Derecho y la Seguridad. Escuela Diplomática/AEPDIRI/
BOE. Madrid, 2003, p. 211 y ss.

7 Entre las obras generales dedicadas el estudio del Derecho Comunitario destacamos a
ABELLÁN HONRUBIA, V. y VILÁ COSTA, D. (dirs.): Lecciones de Derecho Comunitario Europeo (3ª ed.).
Ariel. Barcelona, 2000; ALONSO GARCÍA, R.: Derecho Comunitario. Fundación Ramón Areces. Ma-
drid, 1994; HUESA VINAIXA, R. (coord.): Instituciones de Derecho Comunitario (2ª ed.). Tirant lo
Blanch. Valencia, 2000; ISAAC, G.: Manual de Derecho Comunitario General (5ª ed.). Ariel. Barcelo-
na, 2000; LOUIS, J.-V.: El ordenamiento jurídico comunitario (5ª ed.). Oficina de Publicaciones
Oficinales de las Comunidades Europeas. Luxemburgo, 1995; MANGAS MARTÍN, A. y LIÑÁN NOGUERAS,
D.: Instituciones y Derecho de la Unión Europea, op. cit.; PELÁEZ MARÓN, J.M.: Lecciones de Institucio-
nes jurídicas de la Unión Europea. Tecnos. Madrid, 2000.

8 Cuestión que hemos desarrollo en ARROYO LARA, E. y PÉREZ GIL, L.: «La relación formal
y material del Derecho Comunitario con el Derecho Internacional Público», Anales de Derecho de la
Universidad de La Laguna núm. 25, 2008, p. 27 y ss.

9 MANGAS MARTÍN, A. y LIÑÁN NOGUERAS, D.: Instituciones y Derecho de la Unión Europea,
op. cit., p. 331.
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sería algo muy distinto a lo que es hoy en día, y la Unión Europea un conjunto de
Organizaciones Internacionales mucho menos integrado de lo que es. Por tanto, las
características del Derecho Comunitario han sido el resultado de un largo proceso
de interpretación jurisprudencial, mucho más que desarrollo literal del auténtico
contenido normativo de los Tratados fundacionales10. Con esto queremos decir que
lo que se considera núcleo esencial y característico del Derecho Comunitario es más
una elaboración del TJCE que peculiaridades contenidas en las mismas normas de
forma expresa. El Derecho Comunitario posee en su aplicabilidad y rango norma-
tivo lo que el TJCE ha determinado como tal, incluso más de lo que pudiese colegirse
de una interpretación fiable de los Textos comunitarios.

1. CARACTERÍSTICAS
DEL DERECHO COMUNITARIO

¿Cuáles son las características consideradas específicas del Derecho de la
Unión Europea? Fundamentalmente son tres: la autonomía del ordenamiento, el
principio clave del que derivan los demás, la primacía con respecto a los ordena-
miento internos y, en tercer lugar, el efecto directo y la aplicabilidad directa.

La autonomía no es una particularidad del Derecho Comunitario —la com-
parte con el Derecho Internacional— pero ha sido puesta de relieve por el TJCE y
por la doctrina como algo esencial y especial de este Derecho. Autonomía significa
que el orden jurídico comunitario es autónomo con respecto a cualquier otro orden
jurídico, sea el Derecho Internacional o el ordenamiento interno. Es, pues, un refle-
jo defensivo frente al Derecho interno estatal: la norma comunitaria no se transfor-
ma nunca en norma interna, no entra jamás a formar parte del ordenamiento esta-
tal. Va a ser aplicable en éste, pero no es una norma interna más, sea cual fuere su
rango jerárquico. Quizás su desarrollo jurisprudencial más explícito se encuentre en
la Sentencia «Van Gend & Loos» de 1963 cuando dice que «la Comunidad consti-
tuye un nuevo orden jurídico del Derecho de Gentes y el Derecho Comunitario es
independiente de la legislación de los Estados miembros»11.

10 Para esta cuestión, véase MANGAS MARTÍN, A.: Derecho comunitario europeo y Derecho
español. Tecnos. Madrid, 1986; ídem, «Las relaciones entre el Derecho Comunitario y el Derecho
interno de los Estados miembros a la luz de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia», en El Derecho
Comunitario Europeo y su aplicación judicial (Rodríguez Iglesias y Liñán Nogueras, dirs.). Madrid,
1993, p. 55 y ss.; MUÑOZ MACHADO, S.: «Los principios de articulación de las relaciones entre el
Derecho Comunitario y el interno, y las garantías jurisdiccionales para su aplicación efectiva», Trata-
do de Derecho Comunitario Europeo. Civitas. Madrid, 1986, p. 503 y ss.

11 Sentencia de 5 de febrero de 1963, «Van Gend & Loos», Asunto 26/62. El TJCE se
pronunció a favor de la aplicabilidad directa de las disposiciones del Derecho Comunitario, alegan-
do la naturaleza y la finalidad de las Comunidades Europeas: «[...] que la Comunidad constituye un
nuevo ordenamiento jurídico [...] cuyos sujetos son, no sólo los Estados miembros, sino también sus
nacionales; que, en consecuencia, el Derecho comunitario, autónomo respecto a la legislación de los
Estados miembros, al igual que crea obligaciones a cargo de los particulares, está también destinado
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Dejando a un lado la primera parte de la proposición, francamente discuti-
ble y no demostrable puesto que el TJCE categoriza al Derecho Comunitario como
un «tercer género» fuera de clasificación, la segunda parte, independiente respecto al
Derecho interno, es indicadora del deseo del Tribunal de considerar absolutamente
autónomo al Derecho Comunitario respecto al Derecho estatal. Esta autonomía se
reitera posteriormente en la importante Sentencia «Costa/ENEL» de 196412 y re-
frendada por algún Tribunal Constitucional, como el italiano, que en una conocida
sentencia de 27 de diciembre de 1973 dice que el Derecho Comunitario y los Dere-
chos internos son sistemas jurídicos autónomos y distintos, aunque coordinados13.

La primacía es objeto también de repetidas sentencias del TJCE. Primacía
significa que ante un supuesto de conflicto material entre una norma de Derecho
interno y otra de Derecho Comunitario, ésta será siempre aplicada prioritariamen-
te. Esto, desde luego, exigiría mayor desarrollo, porque los supuestos de conflicto
—normas sucesivas de ambos ordenamientos sobre una misma materia, normas
constitucionales internas frente a Derecho Comunitario y otros— son numerosos,
distintos y muy complejos, fuera del alcance y objetivos de este estudio, pero esta
característica, así formulada, es considerada esencial dentro del sistema comunita-
rio. Su fundamento es lógico: los Estados han transferido a la Unión Europea un
conjunto de competencias para cumplir unos fines concretos. Si la norma emanada
de la Unión Europea quedase inaplicada en su conflicto con otra u otros normas
internas, los fines para los que se creó no se cumplirían, entonces, ¿para qué el
sistema comunitario? El compromiso estatal no es aleatorio sino, bien al contrario,
dirigido a la consecución de unos objetivos concretos para los que han realizado un
traspaso de competencias derivadas de la Constitución14.

La primera sentencia del TJCE que hace referencia a la primacía es la Sen-
tencia «Costa/ENEL» de 1964, ya citada, quizás la más importante que haya dicta-
do nunca este Tribunal, puesto que ha servido para delimitar las características fun-
damentales del Derecho Comunitario de una vez para siempre15. En esencia, el
TJCE realizó dos observaciones importantes acerca de la relación entre Derecho
Comunitario y Derecho interno. La primera es que los Estados han transferido de
forma definitiva derechos de soberanía a la Comunidad creada por ellos y no pue-
den revocar dicha transferencia con medidas posteriores y unilaterales incompati-

a generar derechos [...] que esos derechos nacen, no sólo cuando el Tratado los atribuye de modo
explícito, sino también en razón de obligaciones que el Tratado impone de manera perfectamente
definida tanto a los particulares como a los Estados miembros y a las instituciones comunitarias». Las
sentencias del TJCE se encuentran disponibles en http://curia.europa.eu/es/content/juris/index.htm.

12 Sentencia de 15 de julio de 1964, «Costa/ENEL», Asunto 6/64.
13 Tribunal Constitucional, sentencia del 27 de diciembre de 1973, núm. 183, «Frontini y

otros c. Ministerio de Hacienda», en Rivista di Diritto Internazionale 1974, p. 130 y ss.
14 Así en la Sentencia de 13 de febrero de 1969, «Walt Wilhelm y otros/Bundesartellamt»,

Asunto 14/68.
15 Fundamentos que aparecen reiterados en la Sentencia de 3 de abril de 1968, «Molkerei

Zentrale Westfalen-Lippe/Hauptzollamt Paderborn», Asunto 28/67.
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bles con el concepto de Comunidad. La segunda es que uno de los principios de los
Tratados europeos es que ningún Estado miembro puede atentar contra la peculia-
ridad del Derecho Comunitario consistente en tener validez uniforme e íntegra en
todo el ámbito de la Comunidad. El TJCE dice, con razón, que «las obligaciones
contenidas en el Tratado constitutivo de la Comunidad [se refiere a la CEE] no
podrían ser incondicionales sino solamente eventuales si pudiesen ser puestas en
causa por actos legislativos futuros de los signatarios». Pero, la Sentencia «Costa/
ENEL» hace referencia solo a normas sobrevenidas, futuras normas internas, soste-
niendo que una norma comunitaria impide al Estado miembro dictar otra u otras
normas materialmente contrarias y, en caso de hacerlo, las normas internas deberán
quedar inaplicadas16. Más allá aún, las sentencias posteriores, ejemplarmente en la
Sentencia «Simmenthal» de 197817, no solo reiteran la tesis de la Sentencia «Costa/
ENEL», respecto a las normas futuras sino que, como dice, «una norma comunita-
ria hace inaplicable de pleno derecho, desde su entrada en vigor, toda disposición
contraria de la legislación nacional existente».

Los términos aplicabilidad directa y efecto directo responden a dos concep-
tos distintos pero que en la doctrina y el propio TJCE no han contribuido a aclarar
del todo. Digamos, en primer lugar, que una norma directamente aplicable es aque-
lla que no precisa de ulterior desarrollo por parte de ningún órgano del Estado para
poder ser aplicada, es decir, una norma que, proviniendo de un ordenamiento dis-
tinto al estatal, en este caso el Derecho Comunitario, se aplica en ese Estado sin
necesidad de medida alguna de ejecución. La aplicabilidad directa es, también, una
característica que puede darse en el Derecho Internacional ante el Derecho interno,
pero el sistema normativo comunitario posee la mayoría de sus normas con esta
peculiaridad, tanto en normas contenidas en los Tratados como otras provenientes
de las propias Instituciones comunitarias.

Por su parte, podríamos decir que normas de efecto directo son aquellas
que de forma clara, precisa y sin posible margen de apreciación conceden derechos
o imponen obligaciones a los particulares. En frase de un catedrático de la Univer-
sidad española, la aplicabilidad y el efecto directo son espectaculares. Hay disposi-
ciones de efecto directo en los Tratados fundacionales, en los actos de las Institucio-
nes —Reglamentos, Directivas, Decisiones— y en los Acuerdos internacionales
suscritos por la Unión Europea. Por tanto, no todas las normas del Derecho Comu-
nitario son aplicables directamente o tienen efecto directo: algunas precisan de nor-
mas de desarrollo y otras carecen de efecto directo porque no se dirigen a los parti-
culares sino a los Estados en cuanto tales. Esta distinción, como hemos dicho, no
siempre es clara e indubitada. No podemos entrar a hacer un análisis en profundi-

16 Sentencia de 4 de abril de 1974, «Comisión/Francia», Asunto 167/73; Sentencia de 13
de febrero de 1969, «Walt Wilhelm y otros/Bundesartellamt», Asunto 14/68; Sentencia de 13 de
julio de 1972, «Comisión/Italia», Asunto 48/71.

17 Sentencia de 9 de marzo de 1978, «Amministrazione delle finanze dello Stato/Simmen-
thal», Asunto 106/77.
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dad de las normas directamente aplicables con o sin efecto directo pero hay que
dejar claro que, como dijo el TJCE en la Sentencia «Van Gend & Loos» de 1963, la
aplicabilidad directa forma parte de la esencia de las Comunidades Europeas, la
creación de un mercado único precisa que la incorporación del Derecho Comuni-
tario para ser aplicado en los Estados miembros, sea directa y que cuando conceda
derechos o imponga obligaciones a los individuos, lo haga de forma precisa, clara y
no controvertida.

No debe llamar la atención especialmente esta posibilidad, porque el efecto
directo de normas no provenientes de fuentes internas, no solo está recogido en
sentencias de Tribunales internacionales —como el Dictamen del Tribunal Perma-
nente de Justicia Internacional de 1928 sobre el asunto de las «Competencias de los
Tribunales de Dantzig»18—, sino en el Derecho interno español, en numerosas sen-
tencias del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo.

Éstas son, pues, las características esenciales, o consideradas tales, del Dere-
cho Comunitario. Sin entrar en la cuestión de su naturaleza jurídica, podemos
calificar al Derecho Comunitario como un ordenamiento que posee características
comunes con el Derecho Internacional, no distintas a las de éste, pero que cuanti-
tativa y cualitativamente las tiene en mayor grado, peculiaridades que se producen
como consecuencia directa de los objetivos específicos que estas Organizaciones
Internacionales tienen asignados19. No tanto, pues, por tratarse de un Derecho es-
pecial y distinto, ese «tercer género» del que se ha hablado, sino porque si no las
poseyera en el grado que el TJCE especialmente ha señalado, esos objetivos no
podrían cumplirse.

2. LAS FUENTES
DEL DERECHO COMUNITARIO

El Derecho Comunitario se divide clásicamente en originario o primario y
secundario o derivado. Las fuentes de producción de ambos son distintas y su clasi-
ficación es relativamente simple. Se llama Derecho originario al conjunto de nor-
mas contenidas en los Tratados fundacionales de las Comunidades, los Protocolos
Anexos, Declaraciones y Convenios sobre la aplicación de éstos, el Tratado por el
que se crea un Consejo único y una Comisión única de las Comunidades Europeas
de 1965, los dos Tratados sobre materias presupuestarias y financieras de 1970, las
Declaraciones relativas a los recursos presupuestarios, el Tratado por el que se modi-
fican determinadas disposiciones del Protocolo sobre los Estatutos del Banco Euro-
peo de Inversiones de 1975, el Acta relativa a la elección de los representantes del
Parlamento Europeo por sufragio universal de 1976, el Acta Única Europea de 1986,

18 CPJI, serie B, núm. 15, Dictamen de 3 de marzo de 1928.
19 Asunto del que nos hemos ocupado en ARROYO LARA y PÉREZ GIL: «La relación formal y

material del Derecho Comunitario con el Derecho Internacional Público», op. cit.
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que modificó artículos de los tres Tratados fundacionales, añadió otros y dio naci-
miento a la institucionalización de la Cooperación Política Europea en su Título III,
el Tratado de Maastricht de 1992 que instituyó la Unión Europea, los Tratados de
reforma de Ámsterdam de 1997 y de Niza de 2001 por los que se modifican el
Tratado de la Unión Europea y otros actos conexos y los sucesivos tratados de adhe-
sión a las Comunidades Europeas y a la Unión Europea.

Esta enumeración mecánica de tratados no tiene otro objetivo que mostrar
cuáles son las fuentes de producción del llamado «Derecho primario»20. En este
sentido, los tratados fuente del Derecho primario u originario son tratados interna-
cionales sometidos a las reglas previstas para su entrada en vigor y aplicabilidad en
los ordenamientos estatales. La especialidad o peculiaridad no radica en que poda-
mos denominarlos tratados especiales o sui generis o, en su caso, una categoría apar-
te sometida a las reglas distintas a los demás, cosa que no es cierta ni siquiera posi-
ble. En sí, están bajo las normas del Derecho Internacional en materia de tratados21

y lo que los diferencia es su contenido, no su forma.
De todas maneras, hay diferencias entre los Tratados fundacionales. El Tra-

tado de la CEEA —y antes el de la CECA— contiene un gran número de disposi-
ciones de aplicación y efecto directo, mientras que aquéllas son menos en el de la
Comunidad Europea. En ésta, la más importante, el Tratado, es lo que se denomina
un tratado-marco normativo o convenio mediante el cual las partes fijan los objeti-
vos comunes a obtener y crean una serie de mecanismos tendentes a la realización
de aquellos objetivos. El principal y primer mecanismo es la concesión de capaci-
dad o competencia normativa a determinados órganos previstos en el tratado —en
suma, crear fuentes del Derecho—, a fin de que se regule en la práctica la consecu-
ción de los fines previstos. Precisamente esta capacidad normativa se refleja en lo

20 El fundamento del Derecho Comunitario actualmente vigente es el Tratado de Niza, que
entró en vigor el 1 de febrero de 2003. El Tratado, firmado el 26 de febrero de 2001, introdujo
cambios importantes en los Tratados constitutivos de la Unión —TUE, TCE y TCCEA—. Poste-
riormente, en el Consejo Europeo de Laeken, en diciembre de 2001, se acordó la constitución de
una «Convención sobre el Futuro de Europa» que elaboró durante 2002 y 2003 el «Proyecto de
Tratado por el que se establece una Constitución para Europa». Este tratado tenía como objetivo
simplificar el Derecho originario vigente, ordenar el reparto de competencia entre la Unión y los
Estados miembros y profundizar en procedimientos más democráticos, transparentes y eficaces. Sin
embargo, el Tratado fue rechazado en sendos referendos en Francia y Holanda en 2005. La fase de
reflexión que se abrió para superar la crisis planteada concluyó con la decisión adoptada en el Con-
sejo Europeo de junio de 2007 de convocar una nueva Conferencia Intergubernamental encargada
de elaborar un Tratado de Reforma de la Unión Europea, que fue aprobado por el Consejo Europeo
de octubre de 2007 y firmado en Lisboa el 13 de diciembre de 2007. Sin embargo, el nuevo Tratado
ha sufrido las vicisitudes de los procesos de ratificación en los Estados miembros: negativa de Irlanda
en referéndum, rechazo de la República Checa a presentar los instrumentos de ratificación y la
situación de expectativa del gobierno alemán, pendiente de la sentencia del Tribunal de Karlsruhe
ante los diversos recursos que se han planteado por supuesta vulneración de principios constitucio-
nales. Los diferentes tratados comentados se encuentran disponibles en http://eur-lex.europa.eu/es/
treaties/index.htm.

21 Así lo expresa el TJCE en el Dictamen 1/91, de 12 de diciembre de 1991.
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que hemos llamado «Derecho derivado» o «secundario», que no es que no exista
respecto a la CEEA, sino que en ésta el mecanismo de producción normativa es
cuantitativamente menor. Un segundo camino, del que hablaremos más adelante,
es la integración dentro del cuerpo del Derecho Comunitario, para formar parte del
Derecho derivado, de los acuerdos internacionales, con numerosas variantes, que
las Comunidades Europeas, como personas jurídico-internacionales que son, pue-
den concertar con otros sujetos del Derecho Internacional.

Por su parte, el Derecho derivado es extraordinariamente complejo. Se ha
intentado clasificarlo según diferentes criterios y, en principio, nos parece el más
correcto el siguiente, teniendo en cuenta su fuente de producción: actos normati-
vos que tienen su origen en los órganos de la Unión Europea y que están regulados
en los tratados comunitarios; y actos normativos cuya fuente está directamente en
el Derecho Internacional e indirectamente en los órganos comunitarios —acuerdos
internacionales de las Comunidades Europeas—22.

La primera gran clase de actos normativos componen aquello que, esen-
cialmente, todos imaginamos cuando se habla del Derecho derivado: los Regla-
mentos, Directivas y Decisiones de los artículos 249 y 110 del TCE y los Regla-
mentos del artículo 161 del Tratado de la CEEA, y las Decisiones y Acuerdos de los
Representantes de los Estados miembros en el Consejo de Ministros23. Los más
importantes, por la especial naturaleza de la Organización de la que se trata, son los
Reglamentos, Directivas y Decisiones del artículo 249 del TCE. El órgano encar-
gado de la función normativa es el Consejo —la Comisión tiene escasa competen-
cia en este ámbito, excepto para los Reglamentos de ejecución en ciertos casos—, y,
sucintamente, estos tres tipos de actos, fuentes de normas, tienen las siguientes
características.

A) El Reglamento es la cúpula del sistema del Derecho Comunitario derivado. Es
una norma de carácter general, obligatoria en todos sus términos y directa-
mente aplicable, en el sentido de que no precisa de desarrollo alguno por
parte de los Estados miembros. Pueden existir «reglamentos de base» desa-
rrollados por el mismo Consejo, o «reglamentos de ejecución», pero en
todo caso entran en vigor directamente para todos los Estados miembros en
la fecha que el propio Reglamento fije o a los veinte días de su publicación
en el Diario Oficial de la Unión Europea24. Ciertamente, el reglamento es la
«ley comunitaria», su equivalente. Normalmente dotados de efecto directo,
son aplicables en los Estados miembros sin necesidad, o mejor, excluyendo

22 Véase DÍEZ-HOCHLEITNER, J.: La posición del Derecho Internacional en el ordenamiento
comunitario. McGraw-Hill. Madrid, 1998.

23 El Tratado de la CECA concluyó el 23 de julio de 2002, de modo que la Comunidad
Europea asumió desde esa fecha las competencias propias de la CECA, sus normas de procedimiento
y otras normas de Derecho derivado propias, algunos de cuyos actos siguen en vigor hasta que sean
sustituidos o modificados.

24 Artículo 254 del TCE.
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en absoluto la posibilidad de su publicación en los Estados25. Este dato,
entre otros, modifica esencialmente la aplicación general en los ordena-
mientos estatales de las normas provenientes de fuentes ajenas a los propios
ordenamientos. Normalmente, estas normas «ajenas», como ocurre con los
tratados internacionales, solo pueden ser aplicadas previa publicación de su
contenido en el Derecho interno. El Reglamento no, de ahí su importancia
y especialidad. Aunque no es una materia para analizar en este momento,
podemos decir que el fundamento jurídico para esta anomalía está, como
siempre, en los tratados fundacionales. Un Estado, al adherirse a la Unión
Europea, transfiere el ejercicio de determinadas competencias en ciertas
materias y, dentro de esta transferencia, está conceder que ciertos actos co-
munitarios sean inmediatamente aplicables en su orden interno.

B) La Directiva impone a los Estados un resultado a obtener. Los Estados, en su
Derecho interno, han de conseguir ese resultado, por los medios jurídicos
que tengan por conveniente. Así pues, la Directiva es, para los Estados miem-
bros, una obligación de resultado, precisa y concreta, aunque en sí pueda ser
general. La Directiva es un acto jurídico original sobre el que existe abundan-
tísima literatura, especialmente sobre el denominado «efecto directo vertical»
entre Estados miembros e individuos26. Para ello se debe examinar en cada
caso si en función de su contenido la norma que se recoge en la Directiva «la
obligación» es susceptible de producir efectos directos en las relaciones entre
los Estados y los particulares: si el contenido de la Directiva es incondicional,
puede ser invocada ante los Tribunales nacionales frente a cualquier disposi-
ción legislativa, administrativa o reglamentaria del Derecho nacional no con-
forme a esa Directiva27. El TJCE también ha reconocido en varias sentencias

25 De esta cuestión se ha ocupado MANGAS MARTÍN, A.: «La recepción de los actos norma-
tivos de las instituciones comunitarias. El problema de su publicación», en Constitución, Comunida-
des Autónomas y Derecho Internacional. Xunta de Galicia/AEPDIRI. Santiago de Compostela, 1982,
p. 261 y ss.

26 Así en la Sentencia de 6 de octubre de 1970, «Grad/Finanzamt Traunstein», Asunto 9/
70; y en la Sentencia de 4 de diciembre de 1974, «Van Duyn/Home Office», Asunto 41/74.

27 Véase CRAIG, P.: «Directives: Direct Effect, Indirect Effect and the Construction of
National Legislation», European Law Review núm. 22, 1997, p. 519 y ss.; EMMERT, F.: «L’Effet hori-
zontal des directives. La jurisprudence de la CJCE: un bateau ivre?», Revue Trimestrielle de Droit
Européen núm. 3, 1993, p. 503 y ss.; LACKHOFF, K. y NYSSENS, H.: «Direct Effect of Directives in
triangular situations», European Law Review núm. 5, 1998, p. 397 y ss.; MAÍLLO GONZÁLEZ-ORUS, F.:
«La noción de Estado en relación al efecto director material de las directivas: aplicación al caso
español», Revista de Derecho Comunitario Europeo núm. 16, 1999, p. 465 y ss.; MANGAS MARTÍN y
LIÑÁN NOGUERAS: Instituciones y Derecho de la Unión Europea, op. cit., pp. 398-420; MILLÁN MORO,
L.: «La eficacia directa de las directivas: evolución reciente», Revista de Instituciones Europeas núm. 3,
1991, p. 845 y ss.; PUERTA DOMÍNGUEZ, E.M.: La Directiva comunitaria como norma aplicable en
Derecho. Comares. Granada, 1999; SCHOCKMEILER, F.: «Effets des directives non transposés en droit
national à l’égard des particuliers», en Hacia un nuevo orden internacional y europeo. Homenaje al
profesor Manuel Díez de Velasco. Tecnos. Madrid, 1993, p. 1.201 y ss.
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la posibilidad del «efecto horizontal» o posibilidad de ser alegada por los
ciudadanos de los Estados miembros en sus relaciones mutuas28.

C) Por último, las Decisiones son actos individuales dirigidos a un destinatario
concreto, Estado miembro o particular. Es un medio de acción ejecutivo
más que puramente normativo, pero es igualmente obligatorio. En este
sentido, la aplicabilidad directa es un factor inherente a su propia naturale-
za y, en consecuencia, las jurisdicciones nacionales deben abstenerse de aplicar
cualquier disposición interna y, en particular, aquellas cuya ejecución sería
susceptible de obstaculizar una decisión comunitaria29.

Enunciamos que dentro de la primera clasificación de actos normativos
caben también las Decisiones y Acuerdos de los Representantes de los Estados miem-
bros en el Consejo de Ministros. Respecto a éstas, podemos decir que son actos
normativos atípicos dentro del Derecho Comunitario, en cuanto su naturaleza ju-
rídica es la de un tratado internacional, no de un acto de Derecho Comunitario
derivado. Son las decisiones que los gobiernos de los Estados miembros toman en el
marco del Consejo, sin ser, naturalmente, Reglamentos, Directivas o Decisiones
sobre materias respecto de las que los órganos comunitarios carecen de competen-
cias. Es decir, no son decisiones del Consejo, sino de los Estados que son parte en el
Consejo, cuando se conciertan en cuanto tales Estados respecto a determinadas
materias. El modo de creación de estas Decisiones, fuente del Derecho Comunita-
rio, es pues un acuerdo internacional. Su fundamento no se encuentra en los trata-
dos comunitarios, cosa lógica puesto que no es una actividad de los órganos de la
Unión Europea, sino en la propia experiencia práctica comunitaria30. En suma, son
normas jurídicas obligatorias para los firmantes en cuanto han concertado un trata-
do entre sí, más acá o más allá del Derecho Comunitario.

En paralelo, el TUE incorporó en 1992 un conjunto de actos que emanan
de las estructuras de cooperación denominadas Política Exterior y de Seguridad
Común y Cooperación en los Ámbitos de Justicia e Interior, hoy Cooperación Po-
licial y Judicial Penal, subordinados al Tratado de la Unión, adoptados por las Insti-
tuciones de la Unión Europea o por acuerdos de los Estados miembros para cumplir
los fines y objetivos del Tratado31. Son las Estrategias Comunes, Acciones Comunes
y Posiciones Comunes de la PESC (artículo 12 del TUE) y las Posiciones Comunes,
Decisiones Marco, Decisiones y Convenios de la CPJP (artículo 34 del TUE).

28 A favor, la Sentencia de 13 de noviembre de 1990, «Marleasing SA/Comercial de Ali-
mentación Internacional SA», Asunto 106/89; en contra, la Sentencia de 14 de julio de 1994, «Faccini
Dori», Asunto 91/92; y la Sentencia de 7 de marzo de 1996, «El Corte Inglés», Asunto 192/94.

29 Entre otras, Sentencia de 21 de mayo de 1987, «Albako/BALM», Asunto 249/85.
30 Véase LOUIS, J.-V.: «Les décisions des représentants des gouvernements des États membres»,

Les Nouvelles. Droit des Communautés européennes. Oficina de Publicaciones Oficiales de las Comu-
nidades Europeas. Bruselas, 1969, p. 427 y ss.

31 Materia de la que nos hemos ocupado en PÉREZ GIL, L.: Supranacionalidad y coopera-
ción en materia de política exterior y seguridad común entre los Estados miembros de la Unión
Europea. Ilustre Colegio de Abogados de Santa Cruz de Tenerife. Santa Cruz de Tenerife, 2001.
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Los actos normativos cuya fuente directa es el Derecho Internacional e indi-
recta los órganos comunitarios, forman una categoría de gran importancia en el
Derecho Comunitario. Las Comunidades Europeas son personas jurídicas interna-
cionales, no solo en su aspecto interno con relación a los Estados miembros, sino en
su aspecto externo, respecto de otros sujetos del Derecho Internacional32. Por tanto,
disfrutan de capacidad de obrar internacional, cuyo modo de expresión más notorio
es la posibilidad de concertar acuerdos jurídicamente relevantes con otro u otros
sujetos del mismo ordenamiento y que estos acuerdos surtan efectos jurídicos. Las
Comunidades Europeas son el mayor exponente en esta materia dentro de las Orga-
nizaciones Internacionales. No solo han concertado acuerdos de asociación con
múltiples variantes con terceros Estados, sino con grupos de Estados; asimismo han
adoptado convenios de carácter financiero, como los de la Organización Mundial
de Comercio, y participan activamente en otras Organizaciones Internacionales y
en Conferencias de Codificación, en cuanto tal Organización Internacional. En suma,
su actividad exterior es reveladora de su personalidad jurídica y los actos celebrados
a tenor de esa actividad exterior forman parte del Derecho Comunitario33.

Hay que resaltar que estos convenios son firmados por las Comunidades
Europeas en cuanto tales, acuerdos que, como dice el artículo 300.7 del TCE, obli-
gan a las Comunidades, su órganos y los Estados miembros. Las Comunidades
Europeas, como Organizaciones Internacionales que son, sujetos de Derecho Inter-
nacional, están sometidas al Derecho Internacional general, y como ocurre con los
Estados, cuando firman y ratifican un convenio, y está válidamente celebrado, en-
tra a formar parte del Derecho Comunitario. Por tanto, las Comunidades como
tales, así como sus órganos, están subordinadas al contenido de los tratados suscri-
tos por ellas34. La consecuencia más importante es que el Derecho derivado, los
actos de las Instituciones, están absolutamente subordinados al mandato de los
tratados; éstos obligan a los órganos, los cuales no pueden dictar normas jurídicas
en contravención con lo dispuesto en los tratados. La sumisión de las Comunidades

32 Para el debate sobre la personalidad jurídica de la Unión Europea, véase FERNÁNDEZ

SOLA, N.: «La subjetividad internacional de la Unión Europea», Revista de Derecho Comunitario
Europeo núm. 11, 2002, p. 85 y ss.: MANGAS MARTÍN y LIÑÁN NOGUERAS: Instituciones y Derecho de la
Unión Europea, op. cit., pp. 70-71; PÉREZ GONZÁLEZ, M. y STOFFEL VALLOTON, N.: «La cuestión de la
naturaleza jurídica de la Unión: el problema de la personalidad jurídica», en El Tratado de Ámsterdam
de la Unión Europea. Análisis y comentarios (Oreja Aguirre dir.). McGraw-Hill. Madrid, 1998, pp.
187 y ss.; TIZZANO, A.: «La personalité internationale de l’Union européenne», Revue du Marché
Unique européen núm. 4, 1998, p. 11 y ss.; WESSELS: «The international legal status of the European
Union», European Foreign Affairs Review núm. 2, 1997, p. 109 y ss.; ZWAAN, J.: «The legal personality
of the European Communities and the European Union», Netherlands Yearbook of International Law
1999, p. 75 y ss.

33 El TJCE precisó en la Sentencia de 30 de abril de 1974, «Haegeman/État belge», que «las
disposiciones del acuerdo forman parte integrante, a partir de su entrada en vigor, del ordenamiento
jurídico comunitario» (Asunto 181/73).

34 Véase al respecto TAGARAS, H.N.: «L’effect direct des accords internationaux de la
Communauté», Cahiers du Droit Européen 1984, p. 15 y ss.
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Europeas al Derecho Internacional convencional fue reconocida expresamente por
la jurisprudencia del TJCE en la conocida Sentencia «International Fruit» de 1972
cuando dijo que «el Derecho internacional obliga a las Comunidades Europeas sin
distinguir si se trata de reglas convencionales o reglas generales»35.

Además de los tratados concertados por las Comunidades Europeas con
terceros, existen los llamados «Acuerdos mixtos», los que son concertados simultá-
neamente por las Comunidades y los Estados miembros. Estos Acuerdos, singular-
mente los de cooperación con países en vías de desarrollo o en materia de pesca o
Derecho Marítimo, afectan de forma igual a competencias comunitarias y compe-
tencias estatales. Es decir, el convenio es necesariamente mixto porque la transfe-
rencia de competencias en ciertas materias ha privado a los Estados del poder de
disposición sobre las mismas, que ha pasado a ser de las Comunidades, mientras
conservan todas las demás. Si un acuerdo afecta a competencias comunitarias y a
competencias estatales ha de ser, por naturaleza y esencia, de carácter mixto. Ésta es
una materia no suficientemente desarrollada que plantea numerosos problemas de
coordinación entre los Estados miembros y la Unión Europea36.

3. OTRAS FUENTES
DEL DERECHO COMUNITARIO

La exposición desarrollada hasta ahora no agota el sistema de fuentes. No
hay que perder de vista lo que son las Comunidades Europeas, Organizaciones
Internacionales sometidas al Derecho Internacional del que son sujetos. Por tanto,
al igual que los Estados, como reconoció la Sentencia «International Fruit Company»
citada antes, el Derecho Internacional obliga a las Comunidades. En la Sentencia
«Kramer» de 1976, el TJCE señaló que, en tanto que las Comunidades Europeas
están dotadas de competencias por los propios Estados, están limitadas por las mis-
mas normas que se imponen a éstos y, sin lugar a dudas, el Derecho Comunitario y
la Unión Europea están sometidos al Derecho Internacional37.

El TJCE ha admitido también, como además está previsto en el TUE, la
admisibilidad de la aplicación de los principios generales del Derecho, comunes a
las legislaciones internas de los Estados miembros o ha deducido principios directa-
mente del orden comunitario38. El artículo 288 del TCE reenvía para la responsabi-

35 Sentencia de 12 de diciembre de 1974, «International Fruit Company y otros/Produkt-
schap voor Groenten en Fruit», Asunto 21 a 24/72.

36 El TJCE se ha pronunciado sobre los acuerdos complementarios entre los Estados miem-
bros para decir que, aunque encuentren su fundamento en disposiciones de los tratados (art. 293 del
TCE), no forman parte del ordenamiento comunitario (así en la Sentencia de 15 de enero de 1986,
«Hurd/Jones», Asunto 44/84).

37 Sentencia de 14 de julio de 1976, «Cornelis Kramer y otros», Asuntos 3-4 y 6/76.
38 PESCATORE, P.: «Les principes généraux du droit en tant que source du droit communitaire»,

en Rapport pour le 12e Congrès. FIDE. París, 1986, p. 17 y ss; ZWEIGERT, K.: «Les principes généraux
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lidad extracontractual a estos principios generales y las Comunidades los han apli-
cado en ciertas ocasiones, como son los principios generales del Derecho Adminis-
trativo común o en materia de derechos fundamentales, sobre los que hay una
abundantísima literatura y sentencias del TJCE39. Existe, además, otra fuente de
menor importancia práctica: la costumbre, creada en el interior de las propias Co-
munidades Europeas. Se trata de un fenómeno común a otras Organizaciones In-
ternacionales y se refiere casi siempre a prácticas reiteradas en el interior de estas
Organizaciones.

CONCLUSIONES

El Derecho Comunitario es un ordenamiento compuesto por normas ema-
nadas de tratados internacionales y otras normas que surgen de los órganos comu-
nitarios con competencias para ello. Sus características más notorias, desarrolladas
por el TJCE, las comparte fundamentalmente con el Derecho Internacional, pero
de forma más generalizada y cuantitativamente mayor. Su sistema de fuentes co-
rresponde al que es propio de un ordenamiento mixto, fundado en normas internas
propias y convenios internacionales, y sometido, externamente, a las normas gene-
rales del Derecho Internacional.

Las peculiaridades que se han señalado, dejando aparte la gran cantidad de
actos normativos atípicos, como las declaraciones y resoluciones de los órganos y
los Estados miembros, los dictámenes y recomendaciones orgánicas y otros más, no
permiten conceder a las fuentes del Derecho Comunitario ni a este mismo una
cualificación jurídica especial, un tercer género más o menos inclasificable. Quizás,
el grado de integración de la Unión Europea, desconocido hasta ahora en la historia
de las Organizaciones Internacionales y que proviene de las voluntarias transferen-
cias de ejercicio de competencias soberanas por parte de los Estados, haya provoca-
do una especie de «voluntarismo comunitario» que ha intentado colocar al Derecho
Comunitario como una nueva categoría, un nuevo Derecho. Sus fuentes son las
conocidas, normales y habituales en todas las Organizaciones Internacionales, y lo
que no tiene parangón es lo que los Estados han deseado obtener al fundar y desa-
rrollar las Comunidades Europeas, posteriormente la Unión Europea. Las compe-
tencias que han transferido obtienen como resultado la aparición de nuevas normas
jurídicas, dotadas de elementos ya existentes en otros ordenamientos, pero poten-
ciados en grado máximo.

Mientras la vía de la reforma comunitaria siga la pauta actual, el Derecho
Comunitario y sus fuentes continuarán como hasta ahora. El salto cualitativo ya lo

du droit des États membres», Les Nouvelles. Droit des Communautés européennes. Oficina de Publica-
ciones Oficiales de las Comunidades Europeas. Bruselas, 1969, p. 441 y ss.

39 Así, por ejemplo, la Sentencia de 11 de julio de 1984, «Regina/Scott», en la que el
Tribunal afirma que «el principio de no retroactividad de las disposiciones penales es un principio
común a todos los órdenes jurídicos de los Estados miembros» (Asunto 133/83).
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dio el Proyecto de Tratado de la Unión Europea, redactado por el Parlamento Euro-
peo en 1984 y nunca aprobado, consistente en extinguir las Comunidades Euro-
peas y dar paso a una única Organización, dotada de poder legislativo centralizado
para ciertas materias, virtualmente idéntico a un sistema cuasifederal. Esto hubiera
provocado que el Derecho Comunitario y sus fuentes, como hoy las conocemos,
cambiasen sus características más conocidas. Mientras eso no llegue, y no parece en
vías de conseguirse tras los continuos fracasos de reforma constitucional del sistema
comunitario, no es posible sostener que el Derecho Comunitario y sus fuentes for-
men, realmente, un nuevo Derecho.
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